FUNDAMENTOS


Con fecha 5 de octubre del corriente año, en Acuerdo Extraordinario firmado por los jueces Horacio Piombo, Federico Domínguez, Carlos Natiello, Carlos Mahiques, Fernando Mancini, Benjamín Sal Llargués y Jorge Celesia, declararon en situación de emergencia al Tribunal de Casación bonaerense debido a la imposibilidad de prestar un adecuado servicio de justicia "por la alarmante situación generada por el crecimiento permanente del índice de entrada de causas y las deplorables condiciones de trabajo y déficit presupuestario".


Sin embargo las medidas que se adoptaron por parte del Poder Ejecutivo, no lograron su objetivo, por lo que ha sido necesario una nueva reestructuración del sistema penal provincial, pero ahora, sin la integración de la Cámara de Casación Penal, a la que en ese proyecto iniciado por el Ejecutivo, se elimina con la consecuente desaparición de los jueces que la componen, a quienes en término de dos años, se los obliga a pasar a retiro.


Esta medida, puede sin duda, ser interpretada objetivamente como reacción por parte del Gobierno Provincial, como consecuencia de la posición pública y de los Jueces que la integran, ya que se han constituido en críticos de la política criminal en el distrito y a la falta de medios idóneos, personal profesional especializado y estructuras edilicias adecuadas para la Administración de Justicia.


El Proyecto se plantea: 

A) SUPRESION DE LA CAMARA DE CASACION PENAL

B) DESTITUCION POR LEY DE LOS MAGISTRADOS INTEGRANTES DE  ELLA EN TÉRMINO DE DOS AÑOS.

Esto se traduce por la incorporación al proyecto de los artículos 10º; que determina que: Las causas pendientes de resolución en el Tribunal de Casación al momento de la sanción de la presente Ley continuarán su tramitación ante el mismo Tribunal. Las mismas deberán ser resueltas en el término de dos (2) años, a partir del cual quedará suprimido el órgano; artículo 11: Los funcionarios que se encuentren ejerciendo los cargos de Juez del Tribunal de Casación, Fiscal, Fiscal Adjunto, Defensor y Defensor Adjunto de dicho Tribunal, cumplido el plazo enunciado en el artículo anterior, podrán optar por el sistema previsional establecido por el Decreto Ley Nº 9.405/79, aplicado  a sus respectivos niveles salariales y artículo 12º: Concluidas las causas pendientes a que se refiere el artículo 10, la Suprema Corte de Justicia y el Procurador General de la Suprema Corte de Justicia reasignarán a los empleados y funcionarios del Tribunal de Casación y del Ministerio Público que cumplan sus funciones en la Casación.   

En cuanto a las facultades otorgadas por la Constitución a la Legislatura para establecer tribunales de justicia, esta determinada en el Capítulo III –Administración de Justicia—Articulo 166 que dice: 

 
“CAPÍTULO III ----Administración de Justicia-----Artículo 166.- La Legislatura establecerá tribunales de justicia determinando los límites de su competencia territorial, los fueros, las materias y, en su caso, la cuantía. Organizará la Policía Judicial.


Asimismo podrá establecer una instancia de revisión judicial especializada en materia de faltas municipales.


Podrá disponer la supresión o transformación de tribunales, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 176 y la creación de un cuerpo de magistrados suplentes, designados conforme al artículo 175 de esta Constitución, del que dispondrá la Suprema Corte de Justicia para cubrir vacantes transitorias.
Además dispone como condición:

“Elección, duración y responsabilidad de los miembros del Poder Judicial

 

Artículo 175.- Los jueces de la Suprema Corte de Justicia, el procurador y el subprocurador general, serán designados por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado, otorgado en sesión pública por mayoría absoluta de sus miembros.


Los demás jueces e integrantes del Ministerio Público serán designados por el Poder Ejecutivo, de una terna vinculante propuesta por el Consejo de la Magistratura, con acuerdo del Senado otorgado en sesión pública.


Será función indelegable del Consejo de la Magistratura seleccionar los postulantes mediante procedimientos que garanticen adecuada publicidad y criterios objetivos predeterminados de evaluación. Se privilegiará la solvencia moral, la idoneidad y el respeto por las instituciones democráticas y los derechos humanos.


El Consejo de la Magistratura se compondrá, equilibradamente, con representantes de los poderes Ejecutivo y Legislativo, de los jueces de las distintas instancias y de la institución que regula la matrícula de los abogados en la Provincia. El Consejo de la Magistratura se conformará con un mínimo de quince miembros. Con carácter consultivo, y por departamento judicial, lo integrarán jueces y abogados; así como personalidades académicas especializadas.


La ley determinará sus demás atribuciones, regulará su funcionamiento y la periodicidad de los mandatos.


Artículo 180.- Los jueces de la Suprema Corte de Justicia, Cámara de Apelación y de primera instancia, no pueden ser suspendidos en el ejercicio de sus cargos, sino en el caso de acusación y con sujeción a lo que se dispone en esta Constitución.

 

 


Artículo 182.- Los jueces de las Cámaras de Apelación y de primera instancia y los miembros del Ministerio Público pueden ser denunciados o acusados por cualquiera del pueblo, por delitos o faltas cometidas en el desempeño de sus funciones, ante un jurado de once miembros que podrá funcionar con número no inferior a seis, integrado por el presidente de la Suprema Corte de Justicia que lo presidirá, cinco abogados inscriptos en la matrícula que reúnan las condiciones para ser miembro de dicho tribunal, y hasta cinco legisladores abogados.


Los legisladores y abogados que deban integrar el jurado se designarán por sorteo, en acto público, en cada caso; los legisladores por el presidente del Senado y los abogados por la Suprema Corte de Justicia, a cuyo cargo estará la confección de la lista de todos los abogados que reúnan las condiciones para ser conjueces.


La ley determinará la forma de reemplazar a los abogados no legisladores en caso de vacante.

 


Artículo 183.- El juez acusado quedará suspendido en el ejercicio de su cargo desde el día en que el jurado admita la acusación.

 


Artículo 184.- El jurado dará su veredicto con arreglo a derecho, declarando al juez acusado culpable o no culpable del hecho o hechos que se le imputen.

 


Artículo 185.- Pronunciado el veredicto de culpabilidad, la causa se remitirá al juez competente para que aplique la ley penal cuando corresponda.

 


Articulo 186.- La ley determinará los delitos y faltas de los jueces acusables ante el jurado y reglamentará el procedimiento que ante él debe observarse.

 


Artículo 187.- Los jueces acusados de delitos ajenos a sus funciones serán juzgados en la misma forma que los demás habitantes de la Provincia, quedando suspendidos desde el día en que se haga lugar a la acusación.

 


Artículo 188.- La ley determinará el modo y forma como deben ser nombrados y removidos y la duración del período de los demás funcionarios que intervengan en los juicios.

 


Artículo 189.- El Ministerio Público será desempeñado por el procurador y subprocurador general de la Suprema Corte de Justicia; por los fiscales de Cámaras, quienes deberán reunir las condiciones requeridas para ser jueces de las Cámaras de Apelación; por agentes fiscales, asesores de menores y defensores de pobres y ausentes, quienes deberán reunir las condiciones requeridas para ser jueces de primera instancia. El procurador general ejercerá superintendencia sobre los demás miembros del Ministerio Público.


Todo ello concordante con la Constitución Nacional y en forma expresa por el siguiente Artículo: 


Artículo 110.- Los jueces de la Corte Suprema y de los tribunales inferiores de la Nación conservarán sus empleos mientras dure su buena conducta, y recibirán por sus servicios una compensación que determinará la ley, y que no podrá ser disminuida en manera alguna, mientras permaneciesen en sus funciones.

 Al respecto la Federación de Magistrados y Magistrados de Jujuy, en un trabajo publicado en su página Web en febrero del corriente año, que titula “Las Constituciones Provinciales y el Principio de inamovilidad de los jueces”, dice: “Desde el acto fundacional de nuestra república, vienen enseñando los constitucionalistas del país que "la inamovilidad de los jueces es, en efecto, una de las conquistas más notables de los pueblos libres. Es la única garantía verdadera de la independencia de los magistrados judiciales en el desempeño de sus cargos. Los pone a cubierto de las coacciones extrañas, ya provengan de otros poderes, ya de las personas que, gozando de las influencias oficiales, pretendan ejercer presión sobre sus conciencias". González Caldelrón, Juan A. Derecho Constitucional Argentino. ps. 393 y 394; y sigtes. 

En este sentido enseña Fayt que "desde sus orígenes, a mediados del siglo XVII y principios del siglo XVIII, la inamovilidad significó la permanencia de los jueces en sus puestos mientras durase su buena conducta y les garantizó estabilidad y plena autonomía en decidir por sí, sin presiones internas o externas, con independencia objetiva y subjetiva... la inamovilidad siempre significó para los jueces "self-moving", que se completó con el "self-depending", es decir, la intangibilidad de las remuneraciones, como garantías emblemáticas de su independencia y, con ella, la independencia del Poder Judicial".  - Fayt, Carlos S. El self-moving. Garantía de independencia del Poder Judicial: La inamovilidad de los jueces federales, nacionales y Provinciales. LL 2001-B, 1386).

Precisamente, con relación a una situación particular de este magistrado, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en fallo señero (CS, Fayt, Carlos S.; 19/08/99) reafirmó el principio de la garantía de inamovilidad de los jueces -art. 110, Carta Magna-, sosteniendo que "todo lo concerniente a la inamovilidad de los jueces es inherente a la naturaleza del Poder Judicial de la Nación y configura uno de los principios estructurales del sistema político establecido por los constituyentes de 1853, al punto que es uno de los dos contenidos sobre los que se asienta la independencia de este departamento y que ha sido calificada por el tribunal, antes que de un privilegio en favor de quienes ejercen la magistratura, como una garantía en favor de la totalidad de los habitantes "(Fallos: 319:24).

Si bien la referida sentencia fue dictada en el marco de proceso declarativo de certeza promovido a los fines de obtener la invalidación de la modificación introducida por la Convención Constituyente de 1994 al Art. 99, Inc. 4° de la Constitución Nacional (tope de edad para ejercer la judicatura), los principios allí plasmados bien deben ser aplicables ante cualquier situación por la cual se pretenda lesionar aquel principio esencial de nuestro sistema republicano de gobierno. 

Al respecto es ilustrativo el comentario a fallo de Ekmekdjian, quien hace referencia al caso de reforma de una constitución local. Allí se sostiene que "en 1993, en un planteo efectuado por un ciudadano contra la reforma de la Constitución de la provincia de Corrientes, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, afirmó que los poderes conferidos a la Convención Constituyente no pueden reputarse ilimitados, porque el ámbito de aquéllos se halla circunscrito por los términos de la norma que le atribuye competencia y que las facultades asignadas a aquélla están condicionadas al examen y crítica de los puntos sometidos a su resolución, dentro de los principios cardinales sobre los que descansa la Constitución." (con cita jurisprudencial: CS "in re": "Ríos, Antonio J.", LA LEY, 1994-C, 64 y siguientes)...”. Ekmekdjian, Miguel Ángel, El control de constitucionalidad de la reforma constitucional. LA LEY. 1999-F, 127.

Parecería primar aquí la tesis que propugna la posibilidad de revisión amplia de las facultades del Poder Constituyente por parte del Poder Judicial, lo que implica sostener que pueden ser revisados jurisdiccionalmente, tanto el procedimiento con que ha operado la modificación de alguna cláusula constitucional, como el contenido de la misma, con fundamento en que deben ser respetados los principios constitucionales de mayor jerarquía, que sostienen el sistema constitucional como un todo. "Existen ciertos contenidos, mal llamados "pétreos", que tienen jerarquía constitucional de mayor nivel, cuya supresión, sería incompatible con todo el sistema constitucional, por ejemplo: la división de poderes (art. 1°, Constitución Nacional), la prohibición de la confiscación de bienes y de la pena de muerte por causas políticas (arts. 17 y 18, Constitución Nacional), la ampliación de los casos de aplicación de la pena de muerte (art. 4°, Pacto de San José de Costa Rica --Adla, XLIV-B, 1250--, incorporado a la Constitución por el art. 75 inc. 22), etcétera. En esta categoría, incluimos también a la inamovilidad de los magistrados judiciales (anterior art. 96, actual art. 110), que no ha sido modificado por la reforma constitucional de 1994... (dicha inamovilidad) ... "es un principio fundamental de nuestro sistema, porque el Poder Judicial, a través de sus funciones de control de los otros dos poderes, es el verdadero y único defensor que tiene el ciudadano contra los abusos del poder, que pretenden limitar su libertad.". Ekmekdjian, Miguel Ángel, El control de constitucionalidad de la reforma constitucional. LA LEY. 1999-F, 127.

No hay duda entonces que el principio de inamovilidad de los jueces (art. 110 de la Constitución Nacional) es el pilar en que se sustenta la independencia del Poder Judicial, lo que hace al equilibrio de poderes, condición necesaria e ineludible de todo gobierno democrático. 

La Corte también se pronunció por el resguardo del principio de inamovilidad en el marco de una medida cautelar, con relación a un juez de Salta en condiciones de jubilarse, sosteniendo que: "Es procedente la prohibición de innovar pedida en una acción de amparo -reencauzada por la vía ordinaria- tendiente a que se declare inconstitucional el art. 156, párr. 3° de la Constitución de Salta, en cuanto supedita la permanencia en el cargo de los jueces en condiciones de jubilarse a que el Poder Ejecutivo local efectúe un nuevo nombramiento, debiendo ordenarse a la provincia demandada se abstenga de adoptar cualquier medida que afecte la inamovilidad del actor hasta que recaiga sentencia definitiva (Corte Suprema de Justicia de la Nación; 18/12/2002. Amerisse, Alfredo R. c. Provincia de Salta. ED 28/03/2003, 14 - DJ 2003-1, 1073 - LA LEY 2003-C, 253).
En otros precedentes el más alto Tribunal de la Nación declaró la inconstitucionalidad del art. 88 de la Constitución de la Provincia de Santa Fe por entrar en conflicto con el art. 5° de la Constitución Nacional, en tanto y en cuanto la norma constitucional local dispone el cese de la inamovilidad para los magistrados que cumplan 65 años y estén en condiciones de jubilarse, con lo cual la continuidad de los jueces queda "al arbitrio del gobernador de la Provincia", y se "incumple con el debido respeto que las provincias deben guardar para con el sistema republicano de gobierno; siendo que la independencia de los jueces es un aspecto esencial y necesario a este requisito". En este caso el Alto Tribunal enseña que: "La interpretación del pensamiento que informa el art. 5°, en cuanto a su contenido real, ha sido formulada por Estrada en los siguientes términos: "la Constitución de los Estados Unidos sólo garantiza una forma republicana de gobierno. La Constitución argentina garantiza dos cosas: una forma republicana de gobierno y el goce y ejercicio efectivo de sus instituciones. De suerte que si en Norte América solamente está obligado el gobierno federal a amparar a un Estado cuando su forma de gobierno ha sido invertida, en la República Argentina está obligado el gobierno federal a amparar a las provincias cuando la forma republicana ha sido corrompida, es decir, cuando ha sido interrumpido el ejercicio regular de las instituciones cuyo goce efectivo ella garantiza". Derecho constitucional, Pág. 144, tomo 3°. 

Y es de toda evidencia que no puede ser del otro modo, ya que el sistema político adoptado y las garantías proclamadas en un estatuto, cuando no tienen en la práctica efectividad y realización ciertas, lejos de hacer la felicidad del pueblo, lo sumen en la desgracia y en el oprobio" (Fallos: 154:192) (1929).De esta misión del gobierno federal no hay razón para excluir al Poder Judicial, en la medida que le quepa ejercer las funciones que las cláusulas constitucionales citadas le atribuyen" (Fallos 322:1253 1999). (En re "Iribarren, Casiano Rafael c. Provincia de Santa Fe s/acción declarativa"). Citado por Spota, (h.), Alberto El control de constitucionalidad sobre las Constituciones de provincia; LL 2004-C, 1190.


Es el propio sistema constitucional que confiere a los jueces de la república la inamovilidad mientras dure su buena conducta y su buen desempeño como tales, con el fin último de asegurar su verdadera independencia de los otros poderes del Estado. La inamovilidad implica la "estabilidad per vitam -siempre y cuando no sea removido por alguna causal establecida en la Constitución mediante el mecanismo previsto por el juicio político". Aquino Britos, Armando Rafael .La designación de jueces en comisión en la Provincia de Corrientes. LLLitoral, 2003 (septiembre) 893. 

En un país que como el nuestro, el Poder Judicial tiene asignado el rol de control de constitucionalidad de la las leyes, no cabe duda que sus integrantes no pueden ser tratados como funcionarios dependientes del poder administrador de turno, y menos aún sujeto a los vaivenes políticos, o como sostiene Badeni, el Poder Judicial no puede ser concebido "como una especie de botín electoral que debe estar al servicio del presidente de turno".  Badeni, Gregorio. Los cargos judiciales no son un botín electoral. LA LEY 2003-D, 1460.

En un meduloso trabajo publicado en La Ley, ante la pregunta de si puede el Poder Constituyente local modificar una garantía federal conferida en resguardo de la independencia, la autonomía y el buen ejercicio de la administración de justicia de todos los habitantes, de todas las provincias, Díaz Lacoste contesta que "...las cartas provinciales no pueden ser modificadas en detrimento de garantías y declaraciones federales... las provincias deben asegurar -bajo apercibimiento de intervención federal- las condiciones normadas en el art. 5° de la Carta Magna (9), y con tales condiciones, preservan su autonomía (art. 121) y se dictan sus constituciones (art. 122) bajo los principios, declaraciones y garantías (arts. 6° y 31) que estatuyó el constituyente federal". Por ello asevera que "no se ajusta a derecho concebir formas estaduales de desplazar a los magistrados locales de su función si ellas no tienen un correlato en algún modo de mala conducta o mal desempeño, única causal federal admitida para regular la excepción a inamovilidad de los cargos como expresión de la independencia de los jueces, - Díaz Lacoste, Alejandro. La inamovilidad de los jueces. La doctrina federal y el derecho público local de la Provincia de Buenos Aires. LLBA. 2002,1331., para redondear, con cita de Quiroga Lavié, que "No es lógicamente concebible una correcta e imparcial administración de justicia por magistrados que dependan del ejecutivo en cuanto a la permanencia en sus cargos, y por eso es que son inadmisibles ciertas combinaciones que arbitran algunas constituciones provinciales por las que los jueces son nombrados para un período de tiempo determinado, al cabo del cual quedan cesantes si no son nuevamente designados por el Gobernador con acuerdo del Senado, adquiriendo la inamovilidad recién cuando son así confirmados en sus puestos". Díaz Lacoste, Alejandro, ob. Cct. Con cita de Quiroga Lavié, Humberto, Manual de Derecho Constitucional, p. 848.

En suma no se debe perder el norte que debe dirigir cualquier acción política que implique una reorganización institucional del país en cualesquiera de sus jurisdicciones, que no puede ser otro que el de preservar la paz social, a través del respeto irrestricto del Estado de derecho. Para ello debemos tener presente que "de la actividad de los jueces, de su rectitud y de su respeto por el ordenamiento jurídico dependen la vida, la libertad, el patrimonio y cuantos más bienes resultan del señorío del hombre sobre sí mismo ... Las inmunidades de las cuales se rodea a la magistratura no constituyen privilegios personales, sino que se relacionan directamente con la función que ejerce y su objeto es protegerla contra los avances, excesos o abusos de otros poderes en beneficio de los justiciables y, en definitiva, de toda la Nación .... de modo que todo avance sobre la independencia del Poder Judicial, como lo es la abducción de la garantía de la inamovilidad , importa un avance contra la Constitución Nacional".  Fayt, ob. cit , presentado por Maria Rosa Caballero de Aguiar, Directora del Instituto de Estudios Judiciales de FAM.


No resulta descabellado pensar, en consecuencia que el organismo indicado, no tiene viabilidad para el Gobierno, por cuanto su posición se contradice con la de los funcionarios del Ejecutivo, a quienes responsabilizó del estado actual de la justicia y la seguridad provincial y por ello a sido eliminado, como respuesta al soberano acto de independencia republicana, demostrado a los habitantes del país al poner en su conocimiento de la grave situación vivida en ese sector.


Lo deleznable es que, un tema de la gravedad de la administración de justicia, ligado estrechamente al problema de inseguridad vivida por los habitantes del distrito, sea tomado como cobertura, para deshacerse de un organismo extra poder, cuyos integrantes gozan de un altísimo reconocimiento ciudadano, por la calidad profesional, personal y corporativa de sus integrantes, a quienes sanciona por su conducta republicana, con mecanismo de neto corte arbitrario, irracional e Inconstitucional.

Otro motivo de preocupación, que nuevamente se repite en este ámbito, que es precisamente la posibilidad de instaurar el nuevo sistema procesal penal, que deviene como en su anterior reforma de 1998 con un componente altamente político, pero sin el necesario presupuesto para que esa medida tenga éxito.


Esto, puede verse reflejado, en la con su opinión preveía en el  ACUERDO 2839, la  Suprema Corte de Justicia, relacionado  a la determinación de la fecha de entrada en vigencia de la norma, en la que además advierte sobre el peligro que acarreaba la urgencia de puesta en funcionamiento y falta de recursos humanos y materiales, y que a continuación transcribiese: 


Acuerdo 2839  -Suprema Corte de Justicia-, CÓDIGO PROCESAL PENAL.  Vigencia.  Determinación, del 16/09/1998; Púb. 20/10/1998.

Visto y Considerando:


La ley 12119 establece la fecha de entrada en vigencia del nuevo ordenamiento procesal penal de la provincia de Buenos Aires, facultando a esta Corte a fijarla hasta no más allá del 29 de septiembre, por lo que corresponde resolver en consecuencia.


Es notorio que una reforma de magnitud excepcional como la emprendida, que cambia sustancialmente el régimen de enjuiciamiento y aumenta significativamente la cantidad de órganos existentes -al extremo que implicó la necesidad de dictar dos sucesivas prórrogas para su vigencia- no puede ser implementada sin dificultades por lo que, más allá de la necesidad de la misma, resulta conveniente señalar en esta oportunidad algunas de las que debieron afrontarse hasta el presente.


En materia de infraestructura los inmuebles con que se contaba carecían de espacios adecuados que permitieran incorporar los nuevos organismos y que fueran acordes a la reforma, por lo que frente a la imposibilidad de obtener con debida antelación edificios que respondieran estrictamente a las necesidades de la funcionalidad judicial (resolución 2029 de ésta Suprema Corte del 21/12/1984 e informes comisiones de estudio del mapa judicial decreto 1510/1984 y resolución Poder Ejecutivo 10/1992) fue indispensable acudir en tiempo perentorio a la redistribución de espacios que en algunos casos, afectan órganos de otros fueros y a la búsqueda y selección de edificios mediante requerimiento de ofertas públicas para locación o compra.

 La totalidad de tales propiedades hubo de ser acondicionada -en la medida de lo posible- para las nuevas exigencias procesales. Para arribar a ese resultado debieron utilizarse recursos técnicos humanos de la Dirección de Arquitectura de este Poder Judicial cuyas posibilidades se vieron virtualmente desbordadas por las exigencias del caso (tareas simultáneas en dieciocho departamentos judiciales) pudiendo sólo ser cubiertas merced al ingente esfuerzo realizado.


Subsisten serios inconvenientes edilicios en los departamentos de San Martín y San Isidro.


La situación descripta se constituyó en condicionante para el emplazamiento de las redes informáticas, tarea esta última en curso de ejecución.


En relación a los recursos humanos, habiendo contemplado la reforma solamente la designación de nuevos magistrados y funcionarios, se hizo necesario redistribuir el plantel de empleados existentes adecuado dentro de lo posible las respectivas plantas.

Se observan carencias en diversos organismos, especialmente en las asesorías periciales cuya intervención resulta esencial para un mejor funcionamiento del sistema.


En otro orden, distintos cargos creados para la primera etapa de esta reforma no han sido cubiertos todavía, esto obedece a la tarea que, en muy escaso tiempo, ha debido afrontar el Consejo de la Magistratura para la selección de los jueces y miembros del Ministerio Público por cuya razón se acudió a mecanismos de suplencia, incrementándose considerablemente las tareas de los subrogan tes.


Constituye motivo de preocupación el número de causas asignadas a los jueces de transición, el que en la actualidad y en algunos departamentos no guarda la proporción adecuada con la cantidad de dichos magistrados.


Los aludidos obstáculos, los necesarios ajustes que impondrá la puesta en funcionamiento y el desarrollo del sistema y las nuevas exigencias de la siguiente etapa en lo referente a estructura edilicia como particularmente a recursos humanos, obligan a esta Corte, en resguardo de una eficaz prestación del servicio de justicia, a reclamar de los otros poderes del Estado la asignación de los instrumentos indispensables para que la reforma culmine satisfactoriamente.


Con las limitaciones que resultan de todo lo expuesto, la Suprema Corte de justicia de la provincia de Buenos Aires en el ejercicio de sus atribuciones, con asistencia del señor Procurador General acuerda: 

Art. 1. – Establecer como fecha de vigencia del nuevo código procesal penal de la provincia de Buenos Aires el 28/09/1998, de conformidad con el art. 22 de la ley 12119.


Art. 2. – Comuníquese y publíquese.

Pisano - Negri - San Martín - Laborde - Hitters - Pettigiani - Salas - de Lázzari - Ghione - de la Cruz.

Hoy parece que la historia se repite y que los argumentos de este,  Acuerdo recobran inusitada actualidad y nos permite anticipar, que de no formularse una reforma procesal penal en esta provincia, consensuada, ordenada, con la formulación presupuestaria necesaria, con la concienzuda tarea de elección de Jueces, Fiscales y Defensores que llevarán adelante las tareas judiciales, este emprendimiento Legislativo, tiende a fracasar en muy corto plazo, como lo fue su antecesor, que solamente cubrió necesidades coyunturales, con un alto costo para la sociedad en su conjunto a la que le ha servido de muy poco o nada.


Han pasado ocho años de esa reforma y hoy estamos pero que entonces, ocho años en los que además gobernaron los mismos actores que formularon las propuestas inviables.


Así es que, este Acuerdo nos permite anticipar, que de no formularse una reforma procesal penal en esta provincia, consensuada, ordenada, con la formulación presupuestaria necesaria, con la concienzuda tarea de elección de Jueces, Fiscales y Defensores que llevarán adelante las tareas judiciales, este emprendimiento Legislativo, tiende a fracasar en muy corto plazo, como lo fue su antecesor, que solamente cubrió necesidades coyunturales, con un alto costo para la sociedad en su conjunto a la que le ha servido de muy poco o nada.

Las deficiencias en el funcionamiento de la justicia, la demora excesiva en la resolución de los casos, el empleo abusivo de la prisión preventiva,  son materia corriente, siendo necesario desburocratización, la rotación funcional de los jueces, la extensión de los horarios de trabajo, la oralidad de los procesos y el acortamiento de su duración son objetivos deseables y generadores de consenso, pero sin alterar la limitación de utilización instrumentos recursivos, especialmente el Recurso de Casación, que  el proyecto de ley lo delega en las Cámaras de cada departamento judicial.

 La limitación  propuesta, va a contra pelo de lo que señala la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que dispone que la Cámara de Casación Penal deberá dar respuesta a las apelaciones sobre hechos y pruebas, ya que el proyecto  suprime ese tribunal en la provincia.

Efectivamente, en la página Web de ADC/en la Corte, refiere ampliamente que en autos “Casal, Matías Eugenio” Resuelto el 20/09/2005, la Corte Suprema estableció que todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho con el único límite de los que están ligados a la inmediación. 

En el caso  Matías Casal fue condenado por el delito de robo con armas y se le impuso una pena de cinco años de prisión. Él apeló esa sentencia argumentando que no estaba probado que hubiera usado un arma y que la sustracción sólo había quedado en grado de tentativa. Si estos argumentos prosperaban, le correspondía recibir una pena significativamente menor.

 La Cámara Nacional de Casación Penal, que era la que tenía que resolver su recurso, lo rechazó. El fundamento fue que Casal pretendía la revisión de los hechos que se dieron por probados en la sentencia y que esto era ajeno a la competencia de la Cámara, que sólo puede revisar la manera en que se interpretaron y aplicaron las leyes penales y procesales.

Así, Casal llevó el caso ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Argumentó que el criterio adoptado por la Cámara de Casación había desconocido el derecho a apelar su condena reconocida en la Convención Americana y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, con jerarquía constitucional.

La decisión de la Corte Suprema, hizo lugar al planteo de Casal y ordenó a la Cámara Nacional de Casación Penal que revisara la condena de Casal, con voto de los jueces Petracchi, Maqueda, Zaffaroni, Lorenzetti, Argibay, Highton de Nolasco y Fayt). 

La Corte remarcó que era indiscutible que a partir de la reforma constitucional del año 1994 todo condenado tenía derecho a recurrir el fallo. Luego analizó el fundamento mediante el cual la Casación había rehusado revisar la condena de Casal. La Corte señaló que la Casación había basado su postura restrictiva en la concepción histórica y tradicional sobre el rol de un tribunal de casación: la unificación de la aplicación de las leyes penales y procesales. Sin embargo, según sostuvo la Corte, además de ser éste un objetivo difícilmente realizable en un sistema federal, debido a su multiplicidad de jurisdicciones, no constituía en sí mismo razón suficiente para privar al condenado del derecho a obtener una revisión de su condena.

La Corte analizó luego el argumento de que como la condena, en los procedimientos federal y nacional, es dictada al final de un juicio oral y público, ello ponía un límite al alcance de esa revisión. Teniendo en cuenta que la jurisprudencia internacional establece que la revisión de la condena debe ser integral, el Tribunal sostuvo que los únicos aspectos de la condena que no pueden ser reexaminados por la Casación son los que están íntimamente ligados a la inmediación. Es decir, aquellos aspectos excepcionales que se relacionen con ciertas consideraciones relativas a la prueba rendida ante los magistrados que sentenciaron, y que los jueces que revisan la condena por definición no pueden llegar a evaluar. 

De este modo, si bien los jueces de Casación no pueden revisar la impresión que un testigo causó en los magistrados sentenciantes, sí puede controlar la coherencia de su declaración testimonial y si esta tiene la fuerza necesaria para probar o no el hecho por el que el imputado ha sido acusado.

Seguidamente la Corte remarcó que la norma procesal que regula el recurso de casación -art. 456 CPPN- no restringe el alcance del recurso entendido de este modo. Señaló que esta norma había sido interpretada restrictivamente -y por ende de modo inconstitucional- por haber sido leída a la luz de la mencionada justificación histórica, pero que su formulación en sí no era inconstitucional. Por ello, la Corte no declaró la inconstitucionalidad de la norma sino que estableció cuál es el criterio con que debe ser interpretada y aplicada. 

Es más,  la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Herrera Ulloa”, dictada en julio de 2004, fue un antecedente decisivo para que la Corte Suprema se pronunciara de este modo en el caso “Casal”.

En esa decisión, el tribunal internacional estableció que el art. 8.2 de la CADH -que reconoce el derecho del condenado a recurrir su condena ante un tribunal superior- garantiza el derecho a contar con un recurso accesible y sencillo para obtener una revisión integral de la sentencia condenatoria.

El fallo “Casal” tendrá un impacto importante para la promoción de las garantías procesales y para la organización de la justicia federal, nacional y provincial. 

En primer lugar, el alcance que la Corte le da al derecho a recurrir el fallo condenatorio constituye un importante adelanto para garantizar que sólo sufran condenas aquellas personas que han sido correctamente sentenciadas. Esto tiene interés para las personas condenadas y para toda la sociedad. 

Queda pendiente ver si la Corte extenderá este criterio cuando la decisión recurrida no sea una condena pero sea otra clase de resolución importante, como por ejemplo, las que deniegan la libertad durante la tramitación del proceso penal. 

En segundo lugar, el fallo analizado repercutirá positivamente en el trabajo de la propia Corte Suprema. En la medida que los condenados puedan ahora contar con una instancia en donde encontrar remedios para condenas infundadas, una menor cantidad de reclamos de esta clase llegará a la Corte. Es importante señalar que en la Corte hubo mayoría para resolver que, a diferencia de lo que le corresponde a la Casación o al tribunal provincial equivalente, ella sólo analizaría planteos de arbitrariedad en los casos en los que no había mediado ninguna clase de aplicación de las reglas de la sana crítica, estando en consecuencia, fuera de su competencia los casos en que un justiciable se agraviaba del modo en que estas reglas fueron aplicadas (voto de los jueces Petracchi, Maqueda, Lorenzetti, Zaffaroni y Fayt). 

Termina la publicación de ADC/en la Corte, diciendo que este fallo también impactará en el trabajo de los tribunales provinciales que tienen la función de revisar las condenas. En muchos casos estos tribunales son las propias superiores instancias de justicia local. Cualquiera sea la jerarquía del tribunal y de la norma provincial que reglamente el recurso -constitucional o legal-, ninguna norma provincial podrá ser obstáculo para restringir el alcance del derecho del condenado a recurrir el fallo ante un tribunal superior.

 La Sentencia de la Corte Interamericana, en los autos Herrera Ulloa, c/ Costa Rica, fecha 2 de julio de 2004, dice en sus partes  pertinentes: 


“XIV Puntos Resolutivos .207. Por tanto, La Corte, por unanimidad, Declara: 

1. Que el Estado violó el derecho a la libertad de pensamiento y de expresión consagrado en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio del señor Mauricio Herrera Ulloa, en los términos señalados en los párrafos 130, 131, 132, 133 y 135 de la presente Sentencia. 


2. Que el Estado violó el derecho a las garantías judiciales consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación con el artículo 1.1 de la misma, y en el artículo 8.2.h. de la Convención Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, en perjuicio del señor Mauricio Herrera Ulloa, en los términos señalados en los párrafos 172, 174, 175 y 167 de la presente Sentencia.

3. Que esta Sentencia constituye per se una forma de reparación en los términos del párrafo 200 de la misma. 


Y por unanimidad, Dispone: 


4. Que el Estado debe dejar sin efecto, en todos sus extremos, la sentencia emitida el 12 de noviembre de 1999 por el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, en los términos señalados en los párrafos 195 y 204 de la presente Sentencia. 

5. Que dentro de un plazo razonable, el Estado debe adecuar su ordenamiento jurídico interno a lo establecido en el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 2 de la misma, en los términos señalados en el párrafo 198 de la presente Sentencia. 


6. Que el Estado debe pagar al señor Mauricio Herrera Ulloa, por concepto de reparación del daño inmaterial, la cantidad de US$ 20.000,00 (veinte mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda costarricense, en los términos señalados en los párrafos 200, 203, 204 y 205 de la presente Sentencia.

7. Que el Estado debe pagar al señor Mauricio Herrera Ulloa, por concepto de gastos para solventar su defensa legal ante el sistema interamericano de protección de los derechos humanos, la cantidad de US$ 10.000,00 (diez mil dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en moneda costarricense, en los términos señalados en los párrafos 202, 203, 204 y 205 de la presente Sentencia. 


8. Que ninguno de los rubros mencionados en los puntos resolutivos 6 y 7 de este fallo podrán ser objeto de impuesto o tasa actualmente existente o que pudiera decretarse en el futuro, en los términos señalados en el párrafo 204 de la presente Sentencia. 


9. Que en caso de que el Estado incurriese en mora, deberá pagar un interés sobre la cantidad adeudada que corresponderá al interés bancario moratorio en Costa Rica, en los términos señalados en los párrafos 203 y 204 de la presente Sentencia. 

10. Que las obligaciones del Estado en el marco de las medidas provisionales ordenadas quedan reemplazadas por las que se ordenan en la presente Sentencia, a partir de la fecha de notificación de esta última, en los términos señalados en los párrafos 195, 196, 198, 200 y 202 de la presente Sentencia. 


11. Que el Estado deberá cumplir las medidas de reparación y de reembolso de gastos dispuestas en los puntos resolutivos 4, 6 y 7 de la presente Sentencia, dentro del plazo de seis meses contados a partir de la notificación de ésta. 


12. Que dentro del plazo de seis meses contados a partir de la notificación de esta Sentencia, el Estado deberá rendir a la Corte un informe sobre las medidas tomadas para darle cumplimiento, en los términos señalados en el párrafo 206 de la misma. 


13. Que la Corte supervisará el cumplimiento de esta Sentencia y dará por concluido el presente caso una vez que el Estado haya dado cabal aplicación a lo dispuesto en la misma. 


Es dable destacar, la opinión del Juez García Ramírez, que hizo conocer a la Corte con su Voto Razonado Concurrente, el cual acompaña a la sentencia y en su parte pertinentes, dice:

“5. Recurso ante un juez o tribunal superior.  

28. Hay otras cuestiones recogidas en la Sentencia dictada en el Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica, que deseo examinar en este Voto. Una de ellas es la referente al recurso intentado para combatir la resolución judicial dictada en contra de la víctima. La Convención Americana dispone, en materia de garantías judiciales, que el inculpado de delito tendrá derecho a "recurrir del fallo ante juez o tribunal superior" (artículo 2.h). Esta garantía concurre a integrar el debido proceso legal, extendido por la Corte a todos los supuestos de enjuiciamiento, no sólo a los de carácter penal, y que en mi concepto puede proyectarse también al sistema de protección judicial previsto en el artículo 25 del Pacto de San José, si se entiende que este recurso, con entidad propia que le distingue del procedimiento al que se refiere el artículo 8, debe ajustarse igualmente al régimen del debido proceso legal, con lo que esto implica. 


29. En el orden del enjuiciamiento es bien conocido el sistema de doble instancia, con mayor o menor amplitud de conocimiento en el caso de la segunda, enderezada a reexaminar la materia que nutrió la primera y a confirmar, modificar o revocar, con apoyo en ese re-examen, la sentencia en la que ésta culminó. 

 También existe la posibilidad de someter a control la resolución definitiva, esto es, la dictada en la segunda instancia --exista o no plazo legal para intentar el control--, a través de un medio impugnativo que permite examinar la conformidad de ese pronunciamiento con la ley que debió aplicarse, en el doble supuesto del error in judicando y el error in procedendo.

 Otra cosa es el proceso extraordinario en materia penal --o, si se prefiere, recurso extraordinario-- que autoriza, en contadas hipótesis, la reconsideración y eventual anulación de la sentencia condenatoria que se ejecuta actualmente: comprobación de que vive el sujeto por cuyo supuesto homicidio se condenó al actor, declaratoria de falsedad del instrumento público que constituye la única prueba en la que se fundó la sentencia adversa, condena en contra de dos sujetos en procesos separados cuando resulta imposible que ambos hubiesen cometido el delito, etcétera. Evidentemente, este remedio excepcional no forma parte de los recursos ordinarios para combatir la sentencia penal definitiva. Tampoco forma parte de ellos la impugnación de la constitucionalidad de una ley. 


30. En este punto debemos preguntarnos qué es lo que pudiera exigirse del recurso mencionado en el artículo 8.2 h) de la Convención, dentro del criterio de máxima protección de los derechos del individuo y, por lo tanto, conforme al principio de inocencia que le sigue acompañando mientras no se dicta sentencia firme, y del derecho de acceder a la justicia formal y material, que reclama la emisión de una sentencia "justa" (inclusive condenatoria, aunque con un contenido punitivo diferente del que pareció adecuado en primer término). ¿Se trata de una revisión limitada, que pudiera dejar fuera aspectos verdaderamente relevantes para establecer la responsabilidad penal del sujeto? ¿Basta con una revisión limitada, que aborde algunos aspectos de la sentencia adversa, dejando otros, necesariamente, en una zona inabordable y por lo mismo oscura, no obstante la posibilidad de que en éstos se hallen los motivos y las razones para acreditar la inocencia del inculpado? 


31. La formulación de la pregunta en aquellos términos trae consigo, naturalmente, la respuesta. Se trata de proteger los derechos humanos del individuo, y entre ellos el derecho a no ser condenado si no se establece suficientemente la realización del hecho punible y la responsabilidad penal del sujeto, y no sólo de cuidar, en determinados extremos, la pulcritud del proceso o de la sentencia. Por lo tanto, ese recurso ante juez o tribunal superior --que sería superior en grado, dentro del orden competencial de los tribunales-- debe ser uno que efectivamente permita al superior entrar en el fondo de la controversia, examinar los hechos aducidos, las defensas propuestas, las pruebas recibidas, la valoración de éstas, las normas invocadas y la aplicación de ellas, inclusive en aspectos tales como la individualización de la pena o medida (que abarca la sustitución pertinente), como resulte justo en consideración de la gravedad del hecho, el bien jurídico afectado, la culpabilidad del agente y los otros datos que concurren al ejercicio de la individualización (atenuantes y agravantes o elementos de referencia que guían el razonado arbitrio judicial). 


32. Es evidente que esas necesidades no se satisfacen con un recurso de "espectro" reducido, y mucho menos --obviamente-- cuando se prescinde totalmente de cualquier recurso, como algunas legislaciones prevén en el caso de delitos considerados de poca entidad, que dan lugar a procesos abreviados. Para la plena satisfacción de estos requerimientos, con inclusión de los beneficios de la defensa material del inculpado, que traiga consecuencias de mayor justicia por encima de restricciones técnicas que no son el mejor medio para alcanzarla, sería pertinente acoger y extender el sistema de suplencia de los agravios a cargo del tribunal de alzada. Los errores y las deficiencias de una defensa incompetente serían sorteados por el tribunal, en bien de la justicia. 


33. Con respecto a la sentencia dictada en el Caso Castillo Petruzzi , un Juez de la Corte produjo un Voto concurrente razonado en el que se refirió a este asunto, inter alía , aunque lo hiciera a propósito de la inobservancia del recurso en la hipótesis de un juicio militar: "no se respetó el derecho de las víctimas a una segunda instancia (porque los organismos que intervinieron en la revisión de la sentencia) no se desempeñaron como tribunales que reexaminaran la totalidad de los hechos de la causa, ponderaran el valor del acervo probatorio recaudaran las pruebas adicionales que fueran menester, produjeran, de nuevo, una calificación jurídica de los hechos en cuestión a la luz de las normas penales internas y fundamentaran argumentativamente es calificación" ( Voto concurrente del Juez Carlos Vicente de Roux Rengifo, correspondientes a la Sentencia del Caso Castillo Petruzzi y otros, del 30 de mayo de 1999). 


34. En el presente caso se hizo uso del recurso de casación, único que contiene el sistema procesal del Estado, por cuanto fue suprimido el recurso de apelación, con el que se integra la segunda instancia. De ninguna manera pretende la Corte desconocer el papel que ha cumplido, en una extensa tradición procesal, y la eficacia que ha tenido y tiene el recurso de casación --no obstante tratarse, generalmente, de un medio impugnativo excesivamente complejo y no siempre accesible a la generalidad de los justiciables--, sino ha tomado en cuenta el ámbito de las cuestiones que, conforme al Derecho positivo, se hallan abarcadas por un régimen concreto de casación y están sujetas, por lo mismo, a la competencia material del tribunal superior. En la especie, la casación no posee el alcance que he descrito supra, sub. 30, y al que se refirió la Sentencia de la Corte Interamericana para establecer el alcance del artículo 8.2 h) del Pacto de San José. Es posible que en otras construcciones nacionales el recurso de casación --que también presenta diferentes desarrollos-- abarque puntos que regularmente corresponden a una apelación, además de la revisión de legalidad inherente a aquél. 

 
35. Desde luego, estoy consciente de que esto suscita problemas importantes. Existe una fuerte y acreditada tendencia, que se acoge, por ejemplo, en el excelente Código Procesal Penal Modelo para Ibero América, compuesto por un selecto grupo de juristas, que opta por prescindir de la doble instancia tradicional y dejar subsistente sólo la casación, como medio de control superior de la sentencia. Esta opción se sustenta, entre otros argumentos, en el alto costo de la doble instancia y en la necesidad de preservar el principio de inmediación procesal, que no siempre impera en la apelación, bajo sus términos acostumbrados. Para retener los bienes que se asignan a la doble instancia seguida ante un juzgador monocrático, primero, y otro colegiado, después, cuyos integrantes pueden significar, colectivamente, una garantía adicional de sentencia justa, aquella opción contempla la integración plural del órgano de única instancia. Firmado Sergio García Ramírez .Juez .Pablo Saavedra Alessandri, Secretario.

Por esta anómala situación el  Tribunal de Casación Penal bonaerense habría pedido a la Presidencia de esta Honorable Cámara de Diputados provincial que convoque a una audiencia pública para debatir la reforma penal que propicia el gobernador Felipe Solá, a través del Juez Dr. Carlos Natiello, en ejercicio de la Presidencia del Tribunal de Casación Penal, para exponer la posición de los magistrados de ese tribunal sobre el proyecto de reforma de la justicia penal y se  realice "en forma urgente" para que se den explicaciones sobre el proyecto , que prevé como eje principal,  la eliminación de la Casación y en la necesidad de agilizar el proceso penal.

La situación fundamentada en el presente, hace necesario ser acompañados por esta Honorable Cámara en el tratamiento del presente Proyecto de Declaración, su urgente aprobación, debido a la gravedad institucional existente.
PROYECTO DE DECLARACION
La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA:

Que esta Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, vería con sumo agrado, que el Señor Gobernador de la Provincia Ing. Felipe Solá, a través del organismo que corresponda disponga con carácter de muy urgente a una Audiencia Pública, conforme lo prescripto por la LEY 13.569, con carácter “consultivo y explicativo”, vinculados a la reforma del Código Procesal Penal y eliminación del Tribunal de Casación Penal, proyectado por ese Poder Ejecutivo y que se tramita en esta bajo expediente nº PE/21-06-07.
